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VICTORIA ELENA LÓPEZ VASQUEZ, mayor de edad, vecina de esta ciudad, abogada 

en ejercicio, identificada con la cédula de ciudadanía No 32.687.824 de Barranquilla, 

con T.P. No 307458 del C.S.J., conocida de autos dentro del proceso de la referencia, 

actuando en calidad de defensora del procesado FREDDY RAMÍREZ RAMÍREZ, acudo 

ante su Honorable Despacho con el respeto que acostumbro, con la finalidad de 

interponer RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN, en contra del 

auto de mayo 20 de 2022, mediante el cual se me niega la concesión del beneficio 

de SUSTITUCIÓN DE MEDIDA CARCELARIA DE RECLUSIÓN INTRAMURAL POR 

LA DE RECLUSIÓN DOMICILIARIA. 

 

 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

 

De conformidad con el precedente de la Corte Constitucional los subrogados penales 

son medidas sustitutivas de las penas de prisión y arresto, siempre y cuando se 

cumplan los requisitos establecidos por el legislador. 

 

De acuerdo con la legislación, los subrogados penales son: 1) la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena, 2) la libertad condicional,[11] 3) reclusión 

hospitalaria o domiciliaria, y prisión domiciliaria. 

 

Específicamente, en lo que tiene que ver con el subrogado de libertad condicional, 

éste tiene un doble significado, tanto moral como social; con lo cual, se logra la 

finalidad rehabilitadora de la pena.[14] El principal argumento para que esta figura 

haya sido incorporada dentro de nuestra legislación es la resocialización del 

condenado, 
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Ahora bien, es pertinente anotar que la institución de los subrogados penales obedece a una 

política criminal orientada a la mitigación y la humanización de la sanción punitiva. En efecto, 

en el marco del Estado social de derecho, la pena, como instrumento adecuado para servir 

a los fines de prevención, retribución y resocialización, debe ser necesaria, útil y 

proporcional; esto significa que, si los mismos fines pueden lograrse por otros medios 

sancionatorios, debe preferirse el menos severo (pues el más restrictivo dejaría de ser 

necesario y útil), en aras de garantizar la dignidad del condenado. 

 

Sirve de paliativo procesal la expedición de la Ley 1760 del 2015, que, en su artículo 

2º, adicionó un parágrafo al artículo 308 del Código de Procedimiento Penal, en el 

cual precisa que durante la calificación jurídica provisional contra el procesado el 

juez de control de garantías deberá valorar de manera suficiente si en el futuro se 

configurarán los requisitos para decretar la medida de aseguramiento, sin tener en 

consideración exclusivamente la conducta punible que se investiga. 

 

Así mismo, la Ley 1760 del 6 de julio del 2015 modificó el artículo 307 de la Ley 906 

del 2004, en tanto estableció que para imponer medidas de aseguramiento privativas 

de la libertad solo podrán imponerse cuando quien las solicita pruebe, ante el juez 

de control de garantías, que las no privativas de la libertad resultan insuficientes para 

garantizar el cumplimiento de los fines de la medida de aseguramiento y adicionó 

que la calificación jurídico provisional no será en sí misma determinante para inferir 

el cumplimiento de los fines que orientan la imposición de una medida de 

aseguramiento. 

 

Lógico que, para la imposición de las medidas de aseguramiento, substancialmente 

de la detención preventiva, no alcanza con que se verifiquen los requisitos legales. 

Además, los jueces de control de garantías deben realizar un análisis de 

proporcionalidad en aras de comprobar si es procedente la restricción a la libertad 

del imputado. 

 

Quiere decir esto que no basta con verificar los requisitos objetivos fácticos y 

materiales previstos en la Constitución y la ley, además, se debe realizar un test de 

proporcionalidad. 

 

El escrutinio de proporcionalidad de la imposición de una medida de aseguramiento, 

y en específico de la detención preventiva, debe avalar que no se inmole de manera 

colosal el derecho a la libertad del imputado. En efecto, la privación de la libertad 

debe concordar con los siguientes parámetros: 

 

Estar orientada a cumplir uno de los fines constitucionales previstos en el numeral 

1º del artículo 250 de la Constitución. Es decir, a asegurar (i) la comparecencia de los 

imputados al proceso penal, (ii) la conservación de la prueba y (iii) la protección de 

la comunidad, en especial de las víctimas. Por expreso mandato legal, no se puede 

inferir automáticamente que se configure alguna de estas finalidades, por la 

gravedad de la conducta o la calificación jurídica provisional del delito. 

 

Ser “idónea” para conseguir la finalidad constitucional. Esto involucra hacer un 

análisis de utilidad, para determinar si la medida de aseguramiento es apta para 
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lograr las finalidades constitucionales previstas. La medida de aseguramiento debe 

ser “necesaria”. Eso significa que no debe existir otro medio menos lesivo para los 

derechos del procesado que permita lograr con eficacia similar la finalidad 

perseguida. Además, si en un caso concreto se justifica la imposición de una medida 

de aseguramiento que restrinja en menor medida el derecho a la libertad y reporte 

la misma utilidad e idoneidad para alcanzar el fin legítimo que se propone, deberá 

acudirse a ella de forma principal. 

 

Ser “proporcional en sentido estricto”. Es decir, se debe establecer si la satisfacción 

de uno de los fines constitucionales previstos justifica la afectación de los derechos 

del procesado. La importancia de la satisfacción del objetivo debe ser superior y 

reportar altos beneficios procesales frente a la interferencia en la libertad del 

imputado. Así lo estipula la norma procesal acusatoria, la jurisprudencia y la doctrina. 

 

Ahora bien, no se trata de la evasión del tratamiento penitenciario, ya que la 

sustitución de medida domiciliaria en lugar de la medida carcelaria, no deja de ser 

una restricción a la libertad del procesado. Solo se intenta que éste, en su calidad de 

padre cabeza de hogar pueda cumplir su obligación legal y moral con su padre, de 

la tercera edad y enfermo terminal de cáncer, en tanto se requiera de los cuidados y 

asistencia del primero, por lo que se solicita la sustitución de la medida carcelaria 

por domicilia en aplicación analógica del artículo 68 del C.P. (Se anexa historia 

médica). 

 

 

Respecto de “la valoración de la conducta punible”, esta expresión fue declarada 

exequible bajo el entendido de que las valoraciones hechas por los jueces de 

ejecución de penas y medidas de seguridad para decidir sobre los subrogados 

penales de los condenados, tengan en cuenta las circunstancias, elementos y 

consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean estas 

favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional[. 
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En sentencia C-194 de 2005, la Corte precisó que el juez de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad ejerce una función valorativa que resulta determinante para 

el acto de concesión del subrogado penal. El juez no puede apartarse del contenido 

de la sentencia condenatoria al momento de evaluar la procedencia del subrogado 

penal. 

 

Esta sujeción al contenido y juicio de la sentencia de condena garantiza que los 

parámetros dentro de los cuales se adopta la providencia del Juez de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad sean restringidos, es decir, no pueda versar sobre la 

responsabilidad penal del condenado. “El funcionario deberá tener en cuenta la 

gravedad del comportamiento punible, calificado y valorado previamente en la 

sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, como criterio para conceder 

el subrogado penal”. 

 

La Ley 1453 de 2011, que modificó la Ley 890 de 2004, consagró que el juez podrá 

conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa 

valoración de la gravedad de la conducta punible, cuando haya cumplido las dos 

terceras partes de la pena y su buena conducta durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no 

existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. 

 

Pues bien, a pesar de la regulación normativa expuesta, resulta inescindible el 

estudio del artículo 64 en consonancia con el artículo 68 A, el cual ha sido modificado 

por las Leyes 1142 de 2007, 1453 de 2011, 1474 de 2011, 1708 de 2014 y 1773 de 

2016) en los que se indica, en forma expresa y concreta, los casos en los que no hay 

lugar a beneficios y subrogados penales. 

 

La norma aludida ha sido objeto de las siguientes modificaciones: La Ley 1142 de 

2007 estableció que no se concederán los subrogados penales o mecanismos 

sustitutivos de la pena privativa de libertad de suspensión condicional de la ejecución 

de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva 

de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o 

administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre 

que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso o 

preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores. Y no tiene ningún 

antecedente penal. 

 

Esta norma fue modificada por la Ley 1453 de 2011, artículo 28, que adicionó la 

prohibición de los subrogados penales o mecanismos sustitutivos a la persona que 

haya sido condenada por uno de los siguientes delitos: cohecho propio, 

enriquecimiento ilícito de servidor público, estafa y abuso de confianza que recaigan 

sobre los bienes del Estado, concusión, prevaricato por acción y por omisión, 

celebración de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales, lavado de 

activos, utilización indebida de información privilegiada, interés indebido en la 

celebración de contratos, violación del régimen de inhabilidades e 

incompatibilidades, tráfico de influencias, peculado por apropiación y soborno 

transnacional. 
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Finalmente, conviene destacar que debe orientar la decisión del juez, el régimen de 

excepciones señalado en la ley. Las excepciones consagradas constituyen un tamiz a 

efectos de verificar la gravedad de la conducta. Es así como tendrán relevancia las 

circunstancias y consideraciones efectuadas por el juez penal en la sentencia 

condenatoria sean estas favorables o desfavorables al condenado, esto siguiendo los 

precedentes constitucionales. 

 

Por regla general, la ley penal rige para las conductas cometidas durante su vigencia, 

sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución 

Política y el artículo 6º del Código Penal.1 “En materia penal, la ley permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 

desfavorable.2” Con sujeción a la preceptiva citada debe entenderse que la vigencia 

de una norma se inicia con su promulgación y finaliza en el momento de su 

derogatoria, ya sea porque son modificadas, o porque se suprimen de manera 

expresa. La excepción opera entonces, cuando la nueva ley es más favorable que la 

anterior (retroactividad), o cuando la ley anterior resulta más favorable que la 

posterior (ultractividad). De otra parte, el principio de favorabilidad no solo opera 

frente a las normas sustantivas, sino también en materia procesal, así se establece 

por el artículo 6º de la Ley 906 de 2004, en el que se consagra que la norma permisiva 

o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la 

restrictiva o desfavorable.3 

 

Frente al principio de favorabilidad en materia penal, el precedente de la 

Corporación ha señalado que: 

 

“la favorabilidad constituye una excepción al principio de 

irretroactividad de la ley, pudiéndose aplicar en su desarrollo una ley 

posterior al hecho cometido (retroactividad) o prolongarle sus efectos 

más allá de su vigencia (ultractividad), siempre que en algún momento 

haya regido la actuación y que -desde luego- sea, en uno u otro caso, 

más favorable al sindicado o condenado. (…) Así, en el caso de sucesión 

de leyes en el tiempo, si la nueva ley es desfavorable en relación con la 

derogada, ésta será la que se siga aplicando a todos los hechos delictivos 

que se cometieron durante su vigencia, que es lo que la doctrina 

denomina ultractividad de la ley. 
 

 
1
 La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la 

restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados. 
2
 Concordante con los artículos II.I de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 15.1 del Pacto de 

Nueva York, y el artículo 9º de la Convención de San José de Costa Rica. 

 
3
 Ley 600 de 2000 artículo 6º “con sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo 528Nadie 

podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, 

con observancia de las formas propias de cada juicio.La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.La 

ley procesal tiene efecto general e inmediato.” 
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La retroactividad, por el contrario, significa que cuando la nueva ley 

contiene previsiones más favorables que las contempladas en la ley que 

deroga, la nueva ley se aplicará a los hechos delictivos ocurridos con 

anterioridad a su vigencia. 

 

Sobre este punto debe la Corte señalar que, tratándose de la aplicación 

del principio de favorabilidad en materia penal, no cabe hacer distinción 

entre normas sustantivas y normas procesales, pues el texto 

constitucional no establece diferencia alguna que permita un trato 

diferente para las normas procesales”4
 

 

Ahora bien, el principio de favorabilidad ha de aplicarse a cada caso concreto, pues 

exige el examen de situaciones particulares las cuales deben ser dirimidas por las 

autoridades judiciales competentes, quienes deben atender el mandato imperativo 

del tercer inciso del artículo 29 superior, sin que pueda generalizarse, pues cada 

asunto tiene sus singularidades.5 Así mismo, la jurisprudencia de la Sala de Casación 

Penal de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que para que se pueda aplicar 

el principio de favorabilidad deben concurrir: i) sucesión o simultaneidad de dos o 

más leyes en el tiempo; ii) regulación de un mismo supuesto de hecho, pero que 

conlleva consecuencias jurídicas distintas; y iii) permisibilidad de una disposición 

frente a la otra.6 

 

Adicional a lo anterior, también ha decantado la jurisdicción ordinaria que es viable 

aplicar el principio de favorabilidad para asuntos regidos por el sistema de Ley 600 

de 2000 con disposiciones de la Ley 906 de 2004, y en sentido contrario, esto es, 

traer institutos de la Ley 600 de 2000 a asuntos tramitados por la Ley 906 de 2004, 

siempre y cuando no se opongan a la naturaleza del sistema acusatorio.7 No sobra 

agregar que las decisiones que impliquen la aplicación del principio de favorabilidad 

deben ser adoptadas exclusivamente por el funcionario competente de acuerdo con 

la fase o etapa en la que se encuentre cada proceso. En materia de libertad 

provisional u otros aspectos como la redosificación de la pena para acceder a 

beneficios administrativos, debe resolverse la solicitud de libertad y lo que se decida 

sobre la favorabilidad tendrá carácter provisional y así habrá de declararse.8 

 

Cabe destacar que, ante los cambios legislativos, específicamente con la expedición 

de la Ley 906 de 2004, se presentan distintas situaciones en las que, en atención a la 

vigencia territorial de la norma, se ha dificultado la aplicación e interpretación del 

principio de favorabilidad. La jurisprudencia constitucional, en estos casos, se inclinó 

por determinar que: “la Ley 906 de 2004 debe aplicarse a hechos sucedidos antes de 

 

4
 C-592 de 2005. 

5
 Al respecto pueden consultarse las sentencias C-592 DE 2005, C-200 DE 2002; CSJ, Sala de Casación 

Penal,AP5227-2014, Radicación n.° 44195 3 de septiembre de 2014 

6
 Entre otras, CSJ, SP, 14 de noviembre de 2007, Rad. 26190. 

7
 Ibídem 

8
 CSJ, Sala de Casación Penal, Rad. 13000 septiembre 5 de 2000. 
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su entrada en vigencia e independientemente del distrito judicial donde estos se 

presentaron, si ello redunda en beneficio del procesado”.9 

 

Así mismo, se ha precisado que: i) la puesta en marcha gradual del sistema acusatorio 

de acuerdo con el programa de implantación previsto en el artículo 530 de la Ley 

906 de 2004, condujo a una situación particular, en la cual coexisten dos 

procedimientos distintos y excluyentes que se aplican en el país según la fecha y 

lugar de comisión del delito: el establecido en la normativa anterior, a casos por 

conductas realizadas antes del 1° de enero de 2005 o a partir de esta fecha en 

Distritos Judiciales donde no opere el sistema acusatorio; y, el nuevo, para delitos 

cometidos a partir del 1° de enero de 2005 en los Distritos Judiciales seleccionados 

para comenzar y gradualmente en los demás; ii) ello no significa descartar la 

posibilidad de que ciertas normas procesales de efectos sustanciales consagradas en 

la Ley 906 de 2004, sean aplicadas en virtud del principio de favorabilidad en las 

actuaciones penales que se rigen por la Ley 600 de 2000; iii) en relación con la Ley 

906 de 2004 esta podría ser aplicada con efectos retroactivos respecto de situaciones 

anteriores a su vigencia, a condición de que no se refieran a instituciones propias del 

nuevo modelo procesal y de que los referentes de hecho en los dos procedimientos 

sean idénticos; iv) con la anterior interpretación resulta igualmente protegido el 

derecho fundamental de igualdad de las personas ante la ley, pues todo aquel que 

se encuentre en la misma situación fáctica será acreedor de idéntica consecuencia 

de derecho, lo cual opera tanto para quienes cometieron el delito antes de entrar en 

vigor la Ley 906 de 2004, en cualquier lugar del país, como para aquellos que 

delinquieron o delincan en vigencia de la referida normatividad.10
 

 

En conclusión: el principio de favorabilidad no distingue entre normas sustantivas o 

procesales, debe aplicarse conforme las circunstancias de cada caso concreto, las 

cuales deben ser zanjadas por las autoridades judiciales competentes. Para su 

aplicación se exige que exista una sucesión de normas en el tiempo o tránsito 

legislativo, la regulación de un mismo supuesto de hecho que conlleve 

consecuencias jurídicas distintas y la permisibilidad de una disposición frente a la 

otra. Por último, en lo relacionado con la entrada a regir de la Ley 906 de 2004 en el 

territorio nacional, esta puede ser aplicada en virtud del principio de favorabilidad, a 

 

 
9
 T-444 de 2007. Y T-091 de 2006” La Sala Plena de esta Corporación se ha pronunciado, de manera 

uniforme y reiterada, sobre la reafirmación del principio de favorabilidad en referencia a la aplicación 

de la Ley 906 de 2004 a hechos acaecidos antes de su vigencia y en los Distritos judiciales en donde 

aún no ha entrado en vigor, no obstante las disposiciones de vigencia que este sistema normativo 

establece y el método progresivo adoptado para su implementación.”(Subraya la Sala). 

“Se reitera la línea jurisprudencial trazada por esta Corporación (sentencias C-592/05 y C-801/05), en el 

sentido que la ley 906 de 2004 puede ser aplicada, en virtud del principio de favorabilidad, tanto a 

hechos acaecidos antes de la vigencia de la ley, como en Distritos Judiciales en los que aún no se 

encuentre operando el nuevo sistema. Estos pronunciamientos acogen la tesis mayoritaria desarrollada 

por la Corte Suprema de Justicia[44]sobre la aplicabilidad del principio de favorabilidad frente a la 

“coexistencia” de sistemas procesales, siempre y cuando no se esté frente a instituciones estructurales el 

nuevo sistema, que excluyan el supuesto material del principio de favorabilidad. 

 
10

 T-672 de 2013. 

7 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2006/T-091-06.htm#_ftn44


RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN CONTRA AUTO DE MAYO 20 DE 2022 

RADICADO: 11-001-60-99-069-2019-12194-00 
CONDENADO: FREDDY RAMÍREZ RAMÍREZ 

 

8 

 

pesar de su implementación progresiva, siempre que concurran los presupuestos 

materiales que la jurisprudencia ha señalado para ello. 

 

 

PROCEDENCIA DE LA SOLICITUD 

Es procedente la solicitud enunciada, en virtud de lo establecido en nuestro 

estatuto represor, Ley 599 de 2000, en su CAPITULO TERCERO, “De los 

mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad” y enunciados en 

la solicitud inicial. 

 

Marco normativo: La libertad condicional, se encuentra normada en el artículo 38 y 

el Artículo 68 del Código Penal (Ley 599 de 2000). 

 
ARTICULO 38. LA PRISION DOMICILIARIA COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISION. La 

ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del sentenciado, o en su defecto en el que el Juez determine, excepto en los 

casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, siempre que 

concurran los siguientes presupuestos: 

(…) 

3. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones: 

1) Cuando sea del caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de 

residencia. 

2) Observar buena conducta. 

3) Reparar los daños ocasionados con el delito, salvo cuando se demuestre que está 

en incapacidad material de hacerlo. 

4) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento 

de la pena cuando fuere requerido para ello. 

5) Permitir la entrada a la residencia a los servidores públicos encargados de realizar 

la vigilancia del cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás condiciones de 

seguridad impuestas en la sentencia, por el funcionario judicial encargado de la 

vigilancia de la pena y la reglamentación del INPEC. El control sobre esta medida 

sustitutiva será ejercido por el juez o tribunal que conozca del asunto o vigile la 

ejecución de la sentencia, con apoyo del Instituto Nacional Penitenciario y 

Carcelario, organismo que adoptará mecanismos de vigilancia electrónica o de 

visitas periódicas a la residencia del penado, entre otros, para verificar el 

cumplimiento de la pena, de lo cual informará al despacho judicial respectivo. 

 
ARTICULO 68. RECLUSION DOMICILIARIA U HOSPITALARIA POR ENFERMEDAD MUY 

GRAVE. El juez podrá autorizar la ejecución de la pena privativa de la libertad en la 

residencia del penado o centro hospitalario determinado por el INPEC, en caso que se 

encuentre aquejado por una enfermedad muy grave incompatible con la vida en 

reclusión formal, salvo que en el momento de la comisión de la conducta tuviese ya otra 

pena suspendida por el mismo motivo. 

Cuando el condenado sea quien escoja el centro hospitalario, los gastos correrán por su 

cuenta. Para la concesión de este beneficio debe mediar concepto de médico legista 

especializado. 

Se aplicará lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 38. 
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El juez de primera instancia no tuvo en consideración que no se está 

solicitando la medida de reclusión domiciliaria de la sentencia condenatoria 

por capricho, sino que se solicita la protección de los derechos a la vida, a la 

salud, a la dignidad humana, en conexidad con los derechos a la igualdad, a 

la familia, al padre cabeza de hogar y al derecho preferencial de las personas 

de la tercera edad. 

 

El artículo 43 de la Carta Política estableció que “El Estado apoyará de manera 

especial a la mujer cabeza de familia”. En desarrollo del anterior artículo, fue 

promulgada la Ley 82 de 1993, “Por la cual se expiden normas para apoyar de manera 

especial a la mujer cabeza de familia”, que en el inciso 2o del artículo 2o dispuso que 

“(…) es Mujer Cabeza de Familia, quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura 

femenina de hogar y tiene bajo su cargo, efectiva, económica o socialmente, en forma 

permanente hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para 

trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o 

moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los 

demás miembros del núcleo familiar”. 

 

La Corte ha considerado jurisprudencialmente que el concepto de miembro cabeza 

de familia podría ser igualmente aplicado al padre que se encuentre en similares 

circunstancias a la mujer, con base en el interés superior consagrado en el 

artículo 44 de la Carta Política respecto de los derechos fundamentales de los niños. 

 
será tenido como padre cabeza de familia, no solo el que provea los recursos 

económicos para asegurar unas condiciones mínimas de subsistencia de sus hijos, 

sino aquél que demuestre ante las autoridades competentes, que cumplía con 

algunas de las siguientes condiciones: 

 

“(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su 

cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que 

realmente sea una persona que les brinda el cuidado y el amor que los 

niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus 

obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean efectivamente 

asumidas y cumplidas, pues se descarta todo tipo de procesos judiciales 

y demandas que se sigan contra los trabajadores por inasistencia de tales 

compromisos. 

 

(ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una 

persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y 

que, en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre 

incapacitada física, mentalmente o moralmente, sea de la tercera edad, o 

su presencia resulte totalmente indispensable en la atención de hijos 

menores enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la 

presencia de la madre. 

 

(iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los 

mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre 
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cabeza de familia para demostrar tal condición. En efecto, de 

conformidad con el parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993: “esta 

condición (la de mujer cabeza de familia y en su caso, la del hombre cabeza 

de familia) y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el 

respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer cabeza de familia de 

bajos ingresos ante notario, expresando las circunstancias básicas de su 

caso y sin que por este concepto, se causen emolumentos notariales a su 

cargo”. 

 

En materia penal, la Ley 750 de 2002, estipuló que cuando la infractora sea mujer 

cabeza de familia, previo el lleno de los requisitos allí exigidos, la ejecución de la 

pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de su residencia, institución 

consignada en el artículo 38 del Código Penal que regula la prisión domiciliaria como 

sustitutiva de la prisión. 

 

La Corte ha reconocido el derecho de prisión domiciliaria en los términos en que 

está consagrado en la Ley 750 de 2002 a aquellos hombres que se encuentren en la 

misma situación, de hecho, que una mujer cabeza de familia que esté encargada del 

cuidado de niños, y cuya presencia en el seno familiar sea necesaria, puesto que 

efectivamente los menores dependen, no económicamente, sino en cuanto a su 

salud y su cuidado, de él. 

 

Descripción general: A partir de esta figura, la legislación penal colombiana permite 

que cuando el condenado se encuentre atravesando una enfermedad grave y que 

su tratamiento resulte incompatible con las condiciones de reclusión en las que se 

encuentre en el centro penitenciario, se autorice la remisión al lugar de residencia o 

a un determinado centro hospitalario, donde se continuará con la ejecución de la 

pena privativa de la libertad. 

 

Marco normativo: La reclusión domiciliaria u hospitalaria por enfermedad muy 

grave se encuentra regulada en el artículo 68 del Código Penal, Ley 599 de 2000: 

 

El juez podrá autorizar la ejecución de la pena privativa de la libertad en la residencia 

del penado o centro hospitalario determinado por el Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario (INPEC), en caso que se encuentre aquejado por una enfermedad muy 

grave incompatible con la vida en reclusión formal, salvo que en el momento de la 

comisión 

 
Artículo 38. La prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión. La prisión 

domiciliaria como sustitutiva de la prisión consistirá en la privación de la 

libertad en el lugar de residencia o morada del condenado o en el lugar que 

el Juez determine. 
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El sustituto podrá ser solicitado por el condenado independientemente de 

que se encuentre con orden de captura o privado de su libertad, salvo 

cuando la persona haya evadido voluntariamente la acción de la justicia. 

 

Parágrafo. La detención preventiva puede ser sustituida por la detención 

en el lugar de residencia en los mismos casos en los que procede la prisión 

domiciliaria. En estos casos se aplicará el mismo régimen previsto para este 

mecanismo sustitutivo de la prisión. 

 

Artículo 38B. Requisitos para conceder la prisión domiciliaria. Son 

requisitos para conceder la prisión domiciliaria: 

 

1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima 

prevista en la ley sea de ocho (8) años de prisión o menos. 

2. Que no se trate de uno de los delitos incluidos en el inciso 2° del artículo 

68A de la Ley 599 de 2000. 

 

3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado. En todo caso 

corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer 

con todos los elementos de prueba allegados a la actuación la existencia o 

inexistencia del arraigo. 

 

4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes 

obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del 

funcionario judicial; b) Que dentro del término que fije el juez sean 

reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la 

indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, 

bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 

insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que 

vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) 

Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados 

de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la 

sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el 

cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

ARTICULO 68. RECLUSION DOMICILIARIA U HOSPITALARIA POR ENFERMEDAD MUY 

GRAVE. El juez podrá autorizar la ejecución de la pena privativa de la libertad en la 

residencia del penado o centro hospitalario determinado por el INPEC, en caso que se 

encuentre aquejado por una enfermedad muy grave incompatible con la vida en 

reclusión formal, salvo que en el momento de la comisión de la conducta tuviese ya otra 

pena suspendida por el mismo motivo. 

Cuando el condenado sea quien escoja el centro hospitalario, los gastos correrán por su 

cuenta. Para la concesión de este beneficio debe mediar concepto de médico legista 

especializado. 

Se aplicará lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 38. 
 
Por lo tanto honorable juez le agradezco y se estudie la  solicitud 
 
 
Con el merecido respecto su señoría  
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NOTIFICACIONES 
 

A la suscrita en la Secretaría del Despacho o en la calle 38 No. 45-48 Oficina 211 

Edificio Escolar Barranquilla o al correo: Vickys6525@hotmail.com 

 

Apoderada:  
 

VICTORIA ELENA LÓPEZ VÁSQUEZ 

CC.N°32.687.824 DE Barranquilla 

T.P. N° 307458 C.S.J. 
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